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La idea de Organismo Público ha ido evolucionando desde que surgió dicha institución 
jurídica, la misma que requiere un análisis de su sostenibilidad hacia el futuro, ello en 
atención a la constante variación y adaptabilidad que el Estado también debe mantener, 
ello con atención a efectos de poder cumplir mejor sus fines; el concepto de Organismo 
Público debe ser modificado y adaptado a las actuales circunstancias; en la actualidad 
existen los Organismos Públicos Técnicos Especializados (OTE en adelante) y 
Organismos Públicos Técnicos Reguladores (OR en delante), toda vez que no resultaría 
eficiente ir cambiando la naturaleza de cada entidad ante cada nueva circunstancia; es 
por ello que se intentará proponer un equilibrio a ello, porque es relevante la mutabilidad 
que pueda tener pero también un elemento de estabilidad ello en atención a la seguridad 
jurídica y predictibilidad en la actuación de la Administración Pública que toda entidad 
debería mantener, ello incidirá también en la administración de justicia en tanto que, si 
alguna atribución de la entidad resulta cuestionada, el Poder Judicial o el Tribunal 
Constitucional únicamente podrán buscar la aplicación del derecho y la normativa 
vigente, mas no de justificación de la actuación que pueda resultar inapropiada a las 
luces de una normativa ineficiente, que si bien justa, legalmente resultaría inviable; en 
ese sentido resulta relevante actualizar la estructura de estos organismos a efectos que 
cumplan un rol fortalecido de acuerdo de acuerdo a la naturaleza de la función que 
desarrolla de acuerdo a la necesidad sustentada en la realidad existente, por lo cual se 
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Normativamente existen 3 tipos de Organismos Públicos, aquellos constituidos como 
Organismos Públicos Ejecutores, y dentro de los Organismos Públicos Especializados 
tenemos a los definidos como Organismos Públicos Técnico Especializados y a los 
Organismos Reguladores, con competencias y funciones definidas en la Ley 29158, Ley 
Orgánica del Poder Ejecutivo (en adelante, LOPE). En la sentencia del Tribunal 
Constitucional seguida en el Expediente N° 05410-2015-PA/TC el máximo intérprete de 
la Constitución Política del Perú (en adelante, la constitución), en los fundamentos 29 y 
30 básicamente el Tribunal Constitucional establece la viabilidad constitucional de que 
un Organismo no constituido formalmente como regulador pueda desarrollar actividades 
reservadas originalmente a organismos Reguladores. 
 
Si bien la realidad ha demostrado que Organismos Públicos no reguladores ejercen 
funciones de regulación, toda vez que la actividad de regulación es una potestad del 
Estado en virtud de su Ius Imperium y los Organismos Reguladores creados 
originalmente al amparo de la Ley N° 27332 y posteriormente definidos en la Ley 
Orgánica del Poder Ejecutivo, ni habilitan ni restringen ello a los Organismos 
Reguladores. También es cierto que de acuerdo al principio de legalidad la 
Administración Pública está sujeta a la estricta observancia de las funciones y 
competencias, excluyendo desde el inicio que las entidades tengan discrecionalidad en 
cuanto a la definición de sus atribuciones no obstante ello pronunciamientos como los 
del Tribunal Constitucional anteriormente citados podrían terminar por socavar un 
ordenamiento jurídico si bien algo desordenado, poco a poco se intenta configurar con 
avances relevantes en materia de regulación, tanto desde su forma de autofinanciarse 
y evitar aspectos tales como la captura regulatoria, ello en opinión personal debe ir de 
la mano con una técnica legislativa adecuada toda vez que no resulta apropiado que el 
Tribunal Constitucional deba ir dejando de lado la aplicación de la normativa por 
“ondear” la bandera de la “justicia” (disculpando la coloquialidad del término) cuando es 
precisamente la mala técnica legislativa  la que originó principalmente el problema. 
 
El trabajo tratará de analizar el ordenamiento jurídico en materia de regulación y analizar 
si resulta viable o no que una entidad pueda desarrollar funciones para las cuales no ha 
sido habilitado no obstante la posible relevancia de su tutela, en los términos de Hebert 
Tassano, analizando el rol Ex Ante de la regulación dentro de este marco de intervención 
estatal dentro del proceso de liberalización. Además de analizar la naturaleza de estos 
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organismos y proponiendo una reforma normativa donde se busque un equilibrio en la 
asignación y distribución de funciones y competencias que recojan esta evolución social 
a efectos de evitar que los órganos jurisdiccionales, en el ánimo de encontrar una 
viabilidad a estas deficiencias normativas terminen por acuñar conceptos como los de 
una “regulación fáctica” que trastoca todo el ordenamiento jurídico. 
 
➢ PRESENTACIÓN DEL TRABAJO 
Es innegable que el Estado tiene poder para, entre otras cosas, el de regular; no 
obstante, conforme fue evolucionando la sociedad y el modelo del Estado imperante en 
dicho momento, así como las políticas y el cambio de la misma sociedad, el rol del 
Estado como modelo se fue adaptando a tales circunstancias, que ha debido recoger 
en las normas estos cambios a efectos de darle una sostenibilidad institucional a ello; 
aunque si bien en algunas ocasiones era el Estado quien innovaba normativamente. Lo 
que no hay que olvidar es que estos cambios deben enmarcarse dentro de las reglas 
que el propio sistema establece y, dentro de una política de gestión por resultados 
analizar las consecuencias de dichos actos.  
 
Las autoridades que tienen facultades legislativas y reglamentarias, en materia de sus 
competencias han venido emitiendo normativas y reformas que en el fondo son 
deseables, pero que la técnica legislativa ha sido deficiente por decirlo menos, y 
posteriormente ha tenido que ser las instancias jurisdiccionales las que persigan 
convalidar (como en el caso del Aporte por regulación o el cómputo del plazo de 
prescripción emitida en el marco del Decreto Legislativo 1421 únicamente para que la 
SUNAT pueda anular un precedente emitido por su superior jerárquico, etc.) o corregirlo 
(en la sentencia sobre las facultades de sanción de la Contraloría, entre otros) teniendo 
diferentes consecuencias en la práctica. Independientemente de si estamos de acuerdo 
o no, tenemos que analizar el elemento que subyace, y es la improvisación legislativa. 
Lo que se persigue analizar es que, cuando una norma no está bien pensada, bien 
definida, sea cual sea el motivo que lo causa, lo que importa es la consecuencia que 
trae. La magistrada Ledesma señaló a todas luces que “todos debemos pagar nuestros 
impuestos” en una audiencia pública1; no obstante, es una verdad a medias. El fin es 
deseable, pero ignora el hecho de que, si bien todos tenemos ese deber, éste también 
prescribe y eso era el gran debate, a menos que cuestione la existencia misma de la 
prescripción. Considero deseable que los fines se cumplan, pero también que esa 
 




finalidad debe estar supeditada a la normativa vigente, porque los fines no justifican los 
medios entrando en una discrecionalidad arbitraria.  
 
El presente trabajo se encargará de intentar analizar el cambio del modelo de 
regulación, pues como se ve, si bien la regulación la puede hacer tanto un Organismo 
regulador, un Ministerio, una Superintendencia, una municipalidad, también es cierto 
que estas competencias deben estar reguladas; y dentro de esta telaraña de 
competencias fiscalizadoras y reguladoras, podrá resultar de utilidad diferenciarlas. Se 
tratará de centrarnos en la regulación, recogiendo lo que la doctrina señala como 
regulación económica y regulación social , quiénes pueden hacerlo, y establecer una 
diferencia absoluta con los Organismos  Públicos Técnicos Especializados , sin perjuicio 
de analizar si resultaría eficiente la creación de un nuevo tipo de organismo Público 
Especializado que recoja la facultad de regular sin que se convierta en regulador, para 
actividades que no constituyan servicios públicos, como se podría clasificar; o que este 
nuevo tipo de organismo pueda tener más competencias , como emitir títulos 




II. CAPÍTULO I 
EL IUS IMPERIUM Y OTRAS POTESTADES ESTATALES DENTRO DEL ÁMBITO 
DEL DERECHO ADMINISTRATIVO 
Entendida la prerrogativa como potestad, es decir, aquellas facultades que permiten a 
la Administración cumplir los fines para la cual ha sido constituido, se le puede entender 
como una situación jurídica de ventaja. El Estado conserva las potestades para poder 
desarrollar sus fines de la forma más adecuada, por ejemplo, tenemos la normativa, de 
autoorganización, de recaudación, expropiatoria, de autotutela, sancionadora, revisora, 
de fiscalización, etc.  
 
a) Límites a las potestades del Estado 
El fenómeno de la constitucionalización del derecho como superación de la visión 
meramente legalista implica que, si bien el Estado goza de todos los poderes estatales, 
no puede usarlos sin mayor criterio, es por ello que se autolimita mediante la 
sectorización de sus poderes en diversas entidades u organismos que ejercerán las 
funciones que le han sido asignados.  
 
Esto implica que el Estado, si bien ejerce todas las potestades que tiene, al organizarse, 
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divide sus funciones y se las asigna a diversas entidades y/o organismos, quienes 
ejercen a cuenta del Estado dichas atribuciones, pero no lo hacen sino con un mandato 
expreso, y ello se encuentra recogido en la normativa de su constitución para que su 
ejercicio resulte válido 
 
b) Actividad reguladora de la Administración 
Milagros Gabriel señalaba que “(…) es cierto que el OEFA no es un organismo 
regulador, pero tampoco cabe duda de que ejerce funciones de regulación social. En 
efecto, ejerce la misma función (fiscalización ambiental) que desempeñaba Osinergmin 
(…)”, trayéndonos esta conceptualización de los conceptos de regulación, y su 
clasificación doctrinaria entre la del tipo económico y social como se pasará a 
desarrollar: 
 
i. Regulación económica. 
De forma clásica se señala que un mercado se debe de mantener controlado, no en un 
sentido de fijación de precios, sino control de acceso, control del servicio que se presta 
a los usuarios, u otro; para controlar las fallas del mercado, o establecer lo pertinente 
cuando estamos ante  
 
ii. Regulación social 
Regular sobre actividades que no son económicamente rentables pero que tienen un 
alto grado de necesidad social. Agustín Gordillo señalaba oportunamente que “es 
frecuente leer acerca de la regulación económica y no de regulación social, pero esa 
dicotomía es proclive a errores. Toda regulación social tiene efectos económicos; 
toda regulación económica tiene efectos sociales. Que los efectos puedan ser 
mayores o menores, no hay duda; pero parece imposible postular que no existen”. 
 
Esto además de considerar que en general toda regulación conlleva costos lo que 
implica varios factores a considerar ¿quién solventa los gastos que se deben asumir? 
¿Cómo se diseña una política adecuada?  
 
Partiendo de los conceptos generales antes señalados se puede ver que, si bien ambos 
tipos de regulación tienen un “público objetivo” y mecanismos de tutela distintos, 
cumplen una finalidad similar o compartida que tiene como resultado una mejora de 





I. CAPÍTULO II 
CONFIGURACIÓN DE LOS ORGANISMOS PÚBLICOS 
La estructura actual de la Ley 29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo (LOPE en 
adelante) clasifica a los Organismos Públicos como entidades desconcentradas del Poder 
Ejecutivo, las mismas que se encuentran adscritas a un Ministerio y pueden ser de dos 
tipos, ejecutores (como el INPE) y Especializados, siendo creados por Ley; estando 
dentro de este último subtipo los Organismos Reguladores y a los Organismos Técnicos.  
 
a) Naturaleza jurídica de los Organismos Públicos  
En general 
El artículo 31° de la LOPE indica que indica que dependerán funcionalmente de un 
Ministerio, tendrán una ley de creación, de alcance nacional y personería jurídica de 
Derecho Público. 
 
i. Organismos Públicos Ejecutores 
Están constituidos con la finalidad de prestar servicios específicos o realizar alguna 
actividad que requiera administración propia, dada su magnitud, siempre y cuando siga 
lineamientos técnicos del sector del que dependen. Pudiendo formular sus objetivos y 
estrategias en coordinación con su sector, del que depende y dirigidas por un jefe, bajo 
cargo de confianza.  
No tienen política de gasto, pueden tener funciones normativas por delegación o por 
medio de su ley de creación. 
 
ii. Organismos Públicos Especializados 
➢ Organismos Reguladores 
Están constituidos con la finalidad de establecer cierto control respecto a los mercados, 
estén o no regulados, están adscritos a la Presidencia del Consejo de Ministros, con 
diversas funciones, tales como supervisoras, reguladoras, normativas, fiscalizadoras, 
sancionadoras, de solución de controversias y reclamos; son autónomos en cuanto a la 
definición de sus lineamientos técnicos, objetivos y estrategias. Tienen política de gasto, 
y son dirigidos por un Consejo Directivo elegido por concurso público, removible sólo 
bajo casos de falta grave e incompetencia manifiesta, previo voto del Consejo de 




La ley 27332 establece una lista taxativa de qué Organismos serán considerados 
Reguladores: 
“Artículo 1.- Ámbito de aplicación y denominación 
La presente Ley es de aplicación a los siguientes Organismos a los que en adelante y para efectos 
de la presente Ley se denominará Organismos Reguladores: 
     a) Organismo Supervisor de la Inversión Privada en Telecomunicaciones (OSIPTEL); 
     b) Organismo Supervisor de la Inversión en Energía (OSINERG);(*) 
(*) De conformidad con el Artículo 18 de la Ley Nº 28964, publicada el 24 febrero 2007, se 
establece que toda mención que se haga al OSINERG en el texto de leyes o normas de rango 
inferior debe entenderse que está referida al OSINERGMIN. 
     c) Organismo Supervisor de la Inversión en Infraestructura de Transporte de Uso Público 
(OSITRAN); y 
     d) Superintendencia Nacional de Servicios de Saneamiento (SUNASS)”. 
 
➢ Organismos Técnicos 
De acuerdo al artículo 33°2 de la LOPE, se creará un Organismo Público Técnico 
Especializado por excepción cuando se requiera otorgar o reconocer derechos a personas 
que interactúen dentro de un mercado, respecto a su ingreso o desarrollo dentro de él, así 
como planificar y supervisar, o ejecutar y controlar políticas de estado; estando en 
sujeción a los lineamientos del sector respectivo.  
 
 
b) Regulación de facto 
En la sentencia N° 3303-2003-PA/TC, el Tribunal Constitucional declaró constitucional 
el Aporte por Regulación contenido en el artículo 10° de la Ley 27332, cuyo fundamento 
se cita en el fundamento 29 de la sentencia N° 05410-2015-PA/TC bajo análisis y, en el 
fundamento 30 se desarrolla y acuña un concepto de “reguladores de facto”, al señalar: 
 
2 Artículo 33.- Organismos Técnicos Especializados 
  “Los Organismos Técnicos Especializados se crean, por excepción, cuando existe la necesidad de: 
   1. Planificar y supervisar, o ejecutar y controlar políticas de Estado de largo plazo, de carácter 
multisectorial o intergubernamental que requieren un alto grado de independencia funcional. 
   2. Establecer instancias funcionalmente independientes que otorgan o reconocen derechos de los 
particulares, para el ingreso a mercados o el desarrollo de actividades económicas; que resulten oponibles 
a otros sujetos de los sectores Público o Privado. 
   Los Organismos Técnicos Especializados: 
   1. Están dirigidos por un Consejo Directivo. 
   2. Se sujetan a los lineamientos técnicos del Sector correspondiente con quien coordinan sus objetivos y 
estrategias. 




“29. Este Tribunal ya se ha pronunciado en un caso concreto en relación con la posibilidad que 
los elementos de esenciales del tributo puedan ser identificados en el artículo 10 de la Ley 27332, 
que es justamente la que crea el tributo aporte por regulación. En dicha sentencia se precisó que 
"los denominados aportes por regulación, recaudados a favor de los Organismos Reguladores 
adscritos a la Presidencia del Consejo de Ministros para el mejor cumplimiento de sus fines, son 
obligaciones de pago nacidas en virtud de la ley, las cuales tienen naturaleza coactiva pues no 
media para su establecimiento la voluntad de las empresas obligadas al pago" (sentencia recaída 
en el Expediente 3303-2003-PA/TC, segundo párrafo del F. J. 5). 
30 En consecuencia, el artículo 10 de la Ley 27332 se configura como una norma válida de 
remisión para que sea la Presidencia del Consejo de Ministros, conjuntamente con otros 
ministerios, la que precise y delimite los acreedores tributarios (organismos reguladores y 
organismos que fácticamente realizan actividades reguladoras) así como los porcentajes a 
imponerse para el pago por concepto de aporte por regulación, siempre que supere el 1% del 
valor de la facturación anual de la empresa de inversión por lo que se concluye que el Decreto 
Supremo 130-2013-PCM no crea un tributo, sino que precisa y delimita los alcances de la Ley 
27332”. 
 
Tal construcción no resulta ser gratuita, considerando que en la misma sentencia se señala 
que: 
“26. Dichas competencias de supervisión, fiscalización y sanción en materia ambiental fueron 
transferidas del Osinergmin al OEFA de conformidad con lo establecido en el Decreto Supremo 
001-2010-MINAN, dando cumplimiento de este modo a lo dispuesto en la Primera Disposición 
Final de la Ley 29325. 
27. De lo expuesto, es claro que, a partir del 2010, el OEFA es el organismo público encargado 
de las labores de supervisión, fiscalización y sanción ambiental en materia de minería, y ya no 
más el Osinergmin, con lo cual, el OEFA es el encargado de solucionar las fallas y problemas 
que surgen o pudieran surgir de manera preventiva y posterior respecto de temas medio 
ambientales originados en los sectores de energía y minería. Por lo mismo, dicho organismo 
asumió las funciones reguladoras del Osinergmin”. 
 
Recordemos que el Estado se rige bajo competencias y facultades, por lo que el asumir 
que una entidad pueda realizar actividades “de facto” o “fácticamente” resulta una 
imprecisión relevante. En el fundamento 8 de la resolución N° 06414-2007-PA/TC, el 
propio Tribunal Constitucional ha señalado que 
“El Estado no tiene derechos fundamentales sino competencias y atribuciones [ref. Exp. N° 00007-
2003-AVTC, fundamento 4], de modo que, si una determinada ley no le manda hacer algo o no le 
establece una prohibición, no puede interpretarse ello como que la inexistencia del mandato o de la 
prohibición le permite hacer el más amplio uso de la libertad, tal como sí lo podrían hacer las 
personas naturales o las personas de derecho privado. Por ello las competencias y atribuciones del 
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Estado establecidas en la Constitución siempre deben interpretarse en sentido restrictivo y, por el 
contrario, los derechos fundamentales deben ser siempre interpretados en sentido extensivo, en el que 
se materialice la dignidad de la persona y se posibilite en todos los casos el libre desarrollo de la 
personalidad”. 
 
De acuerdo al propio pronunciamiento del Tribunal Constitucional ninguna entidad puede 
desarrollar actividades “fácticas” de Organismo Regulador por cuanto no hay norma que 
le indique o habilite a desarrollar tal rol. 
 
 
HACIA UNA PROPUESTA DE LEY MARCO DE LOS ORGANISMOS PÚBLICOS EN 
EL PERÚ  
a) Análisis general 
Conforme ya se ha visto en el presente trabajo el Estado ha regulado de una manera un 
poco desordenada y un tanto confusa al momento de referirse a un Organismo Público, 
contradiciéndose en tanto al desarrollar su naturaleza normativamente pues, por un lado 
indica que los Organismos Públicos son adscritos a un ministerio, precisión que reitera al 
señalar el subtipo de Organismos Públicos Especializados, se señala que estará adscrito a 
la Presidencia del Concejo de Ministros, como si se tratase de un ministerio; de la 
redacción normativa contenida en la LOPE se advierte cierto desorden que requiere ser 
aclarado y actualizar los conceptos con los cambios normativos y sociales de acuerdo al 
presente contexto político-social, para evitar pronunciamientos similares como en el caso 
del OEFA, toda vez que al pretender dotarle de las prerrogativas que seguramente merece 
terminan abriendo campo para un “desarrollo fáctico” de funciones realizadas por 
organismos públicos que en principio ya tienen un marco de acción delimitado 
normativamente; o reconocer formalmente las competencias que tiene la ATU o 
INDECOPI por citar algunos ejemplos. 
 
 
b) Propuesta – Análisis 
No se pretende reformular conceptos sino únicamente aplicar y organizarlos mejor, por 
ejemplo, tenemos que en la actualidad hay más Organismos Públicos no reguladores que 
están adscritos a la PCM a pesar que técnicamente no debería dar lugar conforma a la 





Es en ese sentido que se advierte este desorden normativo, advertimos que 8 Organismos 
Técnicos y 5 Organismos Reguladores conforman este universo de adscripciones, si bien 
no está prohibido ¿está permitido?  
 
Independientemente de la respuesta a la pregunta formulada cabe preguntarnos si en 
realidad ello resulta eficiente,  conforme indica Enrique Ghersi la ley genera costos, el 
costo de cumplirla, hacerla cumplir, entre otros factores que puede llevar a incurrir en 
más gastos o incitar la informalidad en cualquier sector de cualquier actividad y todo por 
una ley (o conjunto de normas) mal diseñadas, desde que los particulares inician procesos 
de amparo frente a una norma que luego incluso sea derogada se puede advertir que ya 
generó costos y una inversión de tiempo y recursos ¿cómo se recupera el tiempo perdido?  
 
Es claro que una ley simple y clara y más eficiente en los términos planteados será el 
óptimo para todos, un orden normativo y la implementación y adecuación de los 
Organismos Públicos a esta propuesta que también busca ser simple y ordenada posible, 






a. De mercado 
b. De servicios públicos  
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MERCADO SS.PP. RESOLUTOR APOYO 




2 REGULACIÓN X X    




4 SANCIONADOR X X  X X 
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4 DIRECCIÓN Consejo Consejo Jefe / CD Consejo Jefe/ CD 
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Se mantiene la configuración original, precisando que respecto a los Organismos 
Reguladores 
 
1. Organismos Reguladores: 
Serán aquellos que desarrollen actividades de regulación, dada la importancia y variación 
de ello estará definido en dos tipos. 
 
a) De mercado 
Regular a los mercados no sujetos a servicio público, como, por ejemplo, el INDECOPI, 
OSINERGMIN, etc. Es decir, aquellos organismos que regulan aspectos que la doctrina 
califica como Regulación económica de acuerdo a la primera parte del presente trabajo. 
 
b) De servicios públicos. 
Se realizará en función a aquellos organismos que se puedan crear y que tengan incidencia 
en la prestación de servicios públicos. 
Dada la importancia, variedad y en atención que los servicios públicos actualmente no 
están clasificados textualmente sino será producto de pronunciamientos del Tribunal 
Constitucional que lo declara -o reconoce más bien- como en el caso del transporte 
público, por ejemplo. Corresponderá primero una identificación de los servicios públicos, 
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enmarcando el concepto dentro de lo que la doctrina clasifica como regulación social, en 
este rubro estará el Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental (OEFA en 
adelante) 
 
2. Organismos Ejecutores: 
Manteniendo básicamente la concepción originaria, están para desarrollar políticas 
previamente establecidas de forma más eficiente que si la entidad originaria tuviera que 
desarrollar tal función. 
 
3. Organismos Especializados 
Serán aquellos que desarrollen actividades que requieren mayor independencia del sector 
al que pertenecen originalmente de no haber clasificación, no obstante, la existencia de 
este vínculo se hace necesaria su creación. 
 
a) Resolutores 
Lo relevante es que se le daría mayor independencia a estos Tribunales que han sido 
creados para ello, por ejemplo el Tribunal Fiscal recibe un porcentaje en función de lo 
que recaude sobre los reclamos presentados originados contra la SUNAT, lo que implica 
un incentivo negativo en aras del derecho toda vez que implica decir que el Tribunal 
Fiscal recibe un ingreso por cada caso que resuelve a favor de dicha Administración, tal 
y como está en la normativa que se refiere a su financiamiento, es por ello que este tipo 
de Organismo requiere de un financiamiento propio y autónomo.  
 
b) De apoyo 
Colaboración y apoyo con el desarrollo de la planificación y lineamiento del sector al que 
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*no se incluyen a todos, únicamente es referencial. 
 
La propuesta además es que no sea una lista taxativa y que algún organismo pueda tener 
características de otro tipo de organismo, pero para ello requiere que la ley le otorgue tal 
competencia. 
 
Se busca así reducir los defectos tales como la captura del regulador, debiendo precisar 
que se ha descartado la opción de considerar a las entidades que se consideren reguladoras 
como organismos autónomos toda vez que éstos se constituyen a través de la Constitución 





1. El Estado se rige de acuerdo al principio de legalidad, el que prescribe que toda 
actuación que realice se enmarcará dentro de ciertas atribuciones que le hubiesen 
sido atribuidas por el legislador originario o delegado. 
 
2. Los Organismos Públicos han sufrido una evolución que no ha ido evolucionando 
conforme a las necesidades de la sociedad, ello se manifiesta en problemáticas 
tales como el caso del OEFA como Organismo Público Técnico Especializado con 
alguna función regulatoria, o la ATU, organismo que cumple funciones mixtas 
además de emitir títulos habilitantes, esto es facilitar el acceso a los individuos a un 
mercado determinado, el cual propiamente no encaja dentro de una función 
regulatoria pero resulta innegable la facultad regulatoria que tiene respecto al 
transporte en materia de su competencia. Casos similares lo tenemos con el OSCE 
e INDECOPI, no obstante, todos están calificados como Organismos Técnicos 
Especializados, ello denota la relevancia de innovar o actualizar la clasificación 
actual. 
 
3. Socava el ordenamiento jurídico argumentaciones derivadas de la “justicia 
social” pero que no guardan conexión con una argumentación legal que la sustente, 
si bien ambos conceptos deberían conciliar, y la ley debería ser un medio por el 
cual se llega a un óptimo de convivencia social, no se puede desnaturalizar la 
aplicación normativa toda vez que implica un elemento asistemático dentro del 









2020 El aporte por regulación del OEFA. Consulta: 16 de julio de 2020. 
 
OEFA    
2005 El Aporte por Regulación que percibe el OEFA como garantía para una 
protección ambiental eficaz. Reconocimiento normativo de su condición de 
acreedor tributario.  T-Copia S.A.C. 
 
TASSANO, Hebert 




2011 Los organismos reguladores en las sentencias del Tribunal Constitucional 
peruano. En Libro Homenaje de Allan Brewer-Carías. Comentarios a la 
jurisprudencia de derecho administrativo del Tribunal Constitucional Peruano.  
pp. 361 – 378. Lima. Revista IUS ET VERITAS. 
 
SÁNCHEZ POVIS, Lucio 
2020 La fiscalización administrativa en el ordenamiento peruano: de la 




2007 Régimen de las tarifas de los servicios públicos. Editorial Ábaco de Rodolfo 
Depalma. 
 
ARIÑO ORTIZ, Gaspar 
2006 Logros y fracasos de la regulación. Lima. Edición 52. Revista IUS ET VERITAS. 
 
BETANCOR, Andrés 






2014 La regulación económica y social. En Tratado de derecho administrativo y obras 
selectas. Buenos Aires. Fundación de Derecho Administrativo. 
 
BARRANTES, Roxana. 
2018 Teoría de la regulación. Material de Enseñanza N° 4. Fondo Editorial PUCP 
 
